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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA RELATIVO AL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL “TRATADO SOBRE TRANSFERENCIA DE PRESOS CONDENADOS ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL”.











HONORABLE CÁMARA:



	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Tratado sobre transferencia de presos condenados entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil”, suscrito en Brasilia, el 29 de abril de 1998, y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.





ANTECEDENTES GENERALES Y RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITACIÓN.



	Al tenor del mensaje, este tratado se inscribe en el marco de la política de cooperación del Gobierno con todos los países de mundo, y en este caso específico se regula la cooperación entre Chile y Brasil en el campo del derecho penal, con el objeto de permitir que los presos condenados, en cualquiera de los dos Estados, puedan cumplir condenas en el país del cual son nacionales con el fin de promover y facilitar su rehabilitación social.



	Por su objeto y contenido normativo, este tratado bilateral es concordante con los propósitos y principios que orientan el Derecho Internacional de los Derechos Humanos del cual Chile es parte y con la Convención sobre Traslado de Personas Condenadas, adoptada el 21 de marzo de 1993, en Estrasburgo, por los Estados miembros del Consejo de Europa, a la que nuestro país se adherirá, próximamente, después de haber sido aprobada por el Congreso Nacional, acogiendo de ese modo una invitación que le ha hecho el Consejo de Europa.



	Pero es con la Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, suscrita el 9 de junio de 1993, por los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA), actualmente en tramitación parlamentaria (boletín Nº 1.570-10 (S)), con la cual este tratado chileno-brasileño guarda especial relación.



	En la Convención Interamericana los Estados miembros de la OEA se comprometen a permitir que las personas condenadas a penas privativas de libertad, nacionales de Estados de la Región, puedan cumplirlas en el Estado de su nacionalidad, para lo cual convienen en prestarse las más amplia cooperación en la transferencia de dichas personas, inclusive mediante la celebración de los tratados bilaterales que sean necesarios.



	En este contexto normativo internacional, Chile y Brasil han celebrado el tratado bilateral sometido a vuestra consideración, inspirados en el deseo común, según lo expresado en su preámbulo, de promover la rehabilitación social de los condenados, permitiendo que sus nacionales puedan cumplir sus sentencias en su país de origen.



	En lo sustancial, los 10 artículos de este tratado disponen lo siguiente:



	1) Los chilenos condenados en Brasil y los brasileños condenados en Chile podrán cumplir en sus países de origen las penas privativas de libertad que se les haya impuesto por sentencia definitiva, firme y ejecutoriada por hechos constitutivos de delitos en ambos Estados. 



	El traslado debe ser consentido por el condenado y deberá restar por cumplir, a lo menos, seis meses de la pena privativa de libertad (artículos I, II y III).



	2) Las autoridades centrales competentes para la aplicación del tratado serán los respectivos Ministerios de Justicia, sin perjuicio que las decisiones de aprobación o rechazo que las Partes adopten sobre las solicitudes de traslado del condenado sean notificadas al otro Estado por conducto diplomático (artículos IV y V).



	3) El Estado remitente deberá trasladar al condenado al lugar convenido y el Estado receptor será responsable de su custodia y transporte hasta la institución penitenciaria o lugar donde debe cumplir la pena, inclusive de los gastos correspondientes a partir del momento en que el condenado pase a su custodia (Nos 1, 2 y 3 del artículo VI).



	4) En la ejecución de la pena deberá observarse la legislación y los procedimientos del Estado receptor; pero el derecho a indultar, amnistiar o conmutar la pena se mantendrá radicado en el Estado remitente. El Estado receptor podrá, sin embargo, solicitar al Estado remitente la concesión del indulto o la conmutación.



	El Estado receptor no podrá, en ningún caso, aumentar, prolongar, disminuir o revisar la pena impuesta por el Estado remitente, y tampoco detener, juzgar o sentenciar al condenado trasladado, por el mismo delito que hubiera dado lugar a la pena en el Estado remitente (artículos VI, Nos 4 y 5; VII y VIII).



	5) La aplicación del tratado se hace extensiva a personas sujetas a vigilancia y otras medidas relacionadas con delincuentes juveniles. En estos casos, las Partes se comprometen a convenir el tipo de tratamiento que deberá dispensarse a las personas trasladadas (Nº 1 del artículo IX).



	6) El tratado tendrá vigencia por tres años, prorrogable por períodos sucesivos de igual duración, a menos que fuere denunciado. En este caso sus efectos se mantendrán respecto de los condenados trasladados hasta el término de sus respectivas condenas (Nos 2, 3 y 4 del artículo X).



	Cabe haceros notar que la versión en castellano del tratado contiene diversos errores de texto, que no afectan al fondo de la norma respectiva. Las Partes podrán corregirlos por los procedimientos permitidos por el artículo 79 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, que rige en el país como ley de la República, en virtud de su promulgación por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 381, de 1981, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio del mismo año.



	Las disposiciones en que inciden dichos errores son:



	1) En el Nº 2 del artículo V: “Qualquier” debe ser “Cualquier”;

	2) En el Nº 3 del artículo V: “decisón” debe ser “decisión”, y

	3) Nº 6 del artículo V: en la cuarta línea “tambiém” debe ser “también”, y en la décima línea “cualquer” debe ser “cualquier”.



	La aplicabilidad de los procedimientos de la Convención de Viena en situaciones como la descrita, permite que la H. Cámara pueda pronunciarse sin exigir la corrección previa de errores de menor entidad como lo indicados.





DECISIONES DE LA COMISIÓN.



	A) Aprobación del proyecto de acuerdo.



	Concluido el examen de esta iniciativa, la Comisión acordó, por unanimidad, recomendaros su aprobación, para lo cual os propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo propone el mensaje; es decir, en los siguientes:





	“Artículo único.- Apruébase el Tratado sobre Transferencia de Presos Condenados entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil, suscrito en Brasilia, el 29 de abril de 1998.”.





	B) Designación de Diputado Informante.



	Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado ARTURO LONGTON GUERRERO.





	C) Menciones reglamentarias.



	Para los efectos de los Nos 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os hace constar que en esta Convención no hay disposiciones que se encuentren en las situaciones previstas por dichas normas.







)--------(







	Acordado en sesión de fecha 7 de julio de 1998, con la asistencia de los Diputados señores Riveros Marín, don Edgardo (Presidente de la Comisión); Alessandri Valdés, don Gustavo; Caminondo Sáez, don Carlos; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Palma Irarrázaval, don Joaquín; Reyes Alvarado, don Víctor; Sciaraffia Estrada, doña Antonella, y Urrutia Cárdenas, don Salvador.









	SALA DE LA COMISIÓN, a 7 de julio de 1998.











FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

Secretario de la Comisión.
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